
Reacción del Comité de Derecho Cooperativo de la ACI 
En la orden provisional de la Corte Constitucional de Ecuador en el Caso 60-25-IN, de fecha 4 de 
agosto de 2025, en relación con la validez de la Ley Orgánica de Integridad Pública (LOIP) 
 
La Alianza Cooperativa Internacional (ACI), a través de su comité global de derecho cooperativo, 
respalda la declaración emitida por Cooperativas de las Américas, la cual celebra la decisión 
provisional pronunciada el 4 de agosto de 2025 sobre la validez de la Ley Orgánica de Integridad 
Pública, publicada el 26 de junio de 2025. 
 
A raíz de la decisión unánime de su Consejo DirecLvo en Manchester, Reino Unido, el 2 de julio de 
2025, la ACI, a través de su Comité de Derecho Cooperativo, había emitido una declaración 
expresando su desacuerdo con la Disposición Transitoria Undécima de la LOIP. 
 
Esta disposición ordenaba que una nueva Junta de Política y Regulación Financiera y Monetaria, en 
un plazo de 90 días a partir de su nombramiento, emitiría regulaciones para identificar a las 
cooperativas de ahorro y crédito que “deberán transformarse en corporaciones del sector financiero 
privado”. 
 
La Sala de Admisión de la Corte, compuesta por los Jueces Alejandra Cárdenas Reyes, Raúl Llasag 
Fernández y Alí Lozada Prado, ha admitido el caso y ha concedido una suspensión provisional de la 
disposición impugnada. Esta medida es significativa, ya que indica la evaluación preliminar de la 
Corte de que los argumentos del demandante son plausibles y que podría producirse un daño 
inmediato e irreparable sin la intervención judicial. El demandante, Juan Pablo Guerra Galán, quien 
es el representante legal de la Asociación de Organismos de Integración del Sector Financiero 
Popular y Solidario, basó sus principales argumentos en dos puntos, a saber:  
 
Inconstitucionalidad por la forma: Argumentó que la disposición no se incluyó en el proyecto de ley 
original y solo se añadió durante el segundo debate, careciendo, por lo tanto, de una conexión 
teleológica con el propósito declarado de la ley, que es la integridad pública.  
 
Inconstitucionalidad por el fondo: Se centró en una presunta violación del derecho a la libertad de 
asociación. El demandante afirmó que obligar a las cooperativas a convertirse en corporaciones 
anularía su naturaleza voluntaria, cambiaría su propósito de satisfacer necesidades sociales a buscar 
lucro y reduciría a los miembros a accionistas o clientes. El demandante también sostuvo que la 
disposición era contraria al “sistema económico social y solidario” y al “pluralismo económico” 
constitucionalmente reconocidos en Ecuador. 
 
Si bien la corte aún no ha emitido un fallo definitivo sobre la constitucionalidad de la ley, ha tomado 
una medida necesaria para prevenir daños irreversibles mientras se examina el caso en su totalidad. 
La orden exige que la Presidencia, la Asamblea Nacional y la Fiscalía General del Estado presenten su 
defensa de las normas impugnadas en un plazo de quince días a partir de la fecha de la orden. Esto 
permitirá que la corte realice un análisis exhaustivo del caso. 
 
La ACI reafirma su respaldo a la declaración de Cooperativas de las Américas y expresa su esperanza 
de que la decisión final no “diluya o revierta” la orden provisional, y que el poder judicial 
ecuatoriano defienda en última instancia las libertades constitucionales de asociación y el derecho a 
cooperar. 
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